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El continuo incremento de los precios del petróleo lleva camino de convertirse en una pesadilla de grandes proporciones. Y no porque, como es lógico, pueda afectar a las tasas de inflación y de crecimiento de las economías, sino, sobre todo, por las respuestas gremialistas de algunos colectivos.
En España se está produciendo esta situación en unas proporciones nada despreciables: primero fueron los transportistas; a estos les siguieron los pescadores y, de mantenerse la presión alcista de los precios, podemos estar seguros de que, en breve, otros colectivos enarbolarán la bandera reivindicativa. En los dos casos referidos, el comportamiento ha sido similar: se culpa al aumento del precio de los carburantes –consecuencia directa e inmediata del aumento del precio del crudo- de estar arruinando la competitividad del sector, por lo que se busca el apoyo de la Administración para que les saque las castañas del fuego; para que la petición de ayuda sea atendida, se presiona convenientemente, haciéndolo, en algunas ocasiones, con palpables muestras de violencia. La Administración, con la anuencia implícita de muchos ciudadanos, que quieren entender que así se soluciona el problema, termina por ceder y aumenta las subvenciones que, tradicionalmente, reciben los sectores en cuestión.
La historia, no por repetida, deja de ser sorprendente. En primer lugar, porque, por mucho contubernio que podamos imaginar, el aumento de los precios del petróleo, no ha sido promovido, favorecido o  instigado por la Administración; ésta, por lo tanto, no es responsable de nada y, en consecuencia, no se la debería hacer responsable de nada. En segundo lugar, porque este tipo de comportamiento es claramente asimétrico: no tenemos constancia de que cuando se producen bajadas en los precios del crudo, los sectores afectados  rebajen sus precios de venta o se preparen para las épocas de vacas flacas, que siempre llegan. En tercer lugar, porque otros colectivos, entre ellos el de los ciudadanos de a pie, también sufren los vaivenes del precio del crudo y no tienen ninguna posibilidad de reclamar ayudas o repercutir estos aumentos de precios sobre nadie. Y, en cuarto lugar y último lugar, porque cuando la Administración cede a las presiones de los gremios, no nos engañemos: somos nosotros, los ciudadanos de a pie, los que, antes o después, nos tendremos que rascar el bolsillo para pagar –vía impuestos- las subvenciones recibidas por otros.
1
1

